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VIOLENCIA INTRAFAMILIAR AGRAVADA. “[L]o que la Sala tiene para decir respecto a la medida impuesta, es que si bien es cierto la motivación expuesta por el juzgador en su fallo con respecto a las razones que lo llevaron a elegir esa clase de sanción y no otra, lo mismo que el término de su duración,  podría haber sido más elaborada y acorde con las exigencias contenidas en el artículo 61 C.P. -entre ellas por supuesto la gravedad de la conducta-, de todas formas no hay lugar a sostener que carece de toda motivación o que infringió flagrantemente los principios de proporcionalidad o ponderación que son los que orientan el sistema sancionatorio. (…) [S]i es el consumo de sustancias prohibidas lo que orienta en mayor medida la clase de sanción a adoptar judicialmente, ya se sabe que lo ideal es que su comparecencia a un centro de rehabilitación de esa naturaleza sea voluntaria y no forzosa. De allí que se haya optado por acudir a su vinculación en Hogares Claret en internamiento semicerrado -modalidad externado-; desde luego con el debido seguim¡ento de parte del juez ejecutor. No hay otra opción. De todas formas, cabe resaltar, eljuez tuvo el buen cuidado de indicar expresamente en su fallo, que en caso de que el adolescente llegare a incumplir la sanción en esos términos impuesta, el resto de la sanción tendrá que cumplirse en internamiento, y con ello se suple de algún modo la preocupación que asalta al Ministerio Público en cuanto a que el régimen semicerrado no colme las expectativas deseadas. Así las cosas, contrario a lo sostenido por el Procurador Judicial, el Tribunal estima que el juez a quo no se equivocó al acatar las solicitudes hechas por las partes en el presente asunto, y por lo mismo la sentencia apelada debe ser confirmada.”.
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    Pereira, tres (03) de marzo de dos mil diecisiete (2017)
  ACTA DE APROBACIÓN N° 106 

  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Marzo 08 de 2017, 10:30 a.m. 

	Sentenciado: 
	BDGM

	Edad:
	15 años el momento de la imputación

	Tarjeta de Identidad:
	1.004.738.672 de Pereira (Rda.)

	Padres:
	Sandra Lorena Marulanda García y José Reinaldo Grajales Ariza

	Infracción:
	Violencia intrafamiliar agravada

	Víctimas:
	Sandra Lorena Marulanda García y A.P.M.

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de Descongestión con función de conocimiento en Pereira (Rda)

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por el representante del Ministerio Público contra el fallo de condena de fecha febrero 10 de 2017. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
1.1.- Dan cuenta los registros que la madre del joven BDGM, señora SANDRA LORENA MARULANDA GARCÍA, denunció a su hijo el 14 de julio del año próximo pasado debido a las reiteradas agresiones tanto físicas como verbales en contra suya y de su hija A.P.M. de tan solo 11 años de edad.   
1.2.- A consecuencia de lo anterior y a instancia de la Fiscalía, se llevó a cabo la audiencia preliminar de imputación ante el Juzgado Primero Penal Municipal para Adolescentes con función de control de garantías de esta capital (octubre 12 de 2016), en la cual se le hicieron cargos al menor implicado por la conducta irregular de violencia intrafamiliar agravada a la que hace alusión el artículo 229 C.P., modificado por el artículo 33 de la Ley 1142 de 2007. El adolescente ACEPTÓ los cargos imputados en esa audiencia.
1.3.- En virtud al allanamiento unilateral a los cargos imputados, la actuación pasó al conocimiento del Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento, autoridad que convocó para la correspondiente audiencia de imposición de sanción (noviembre 29 de 2016), en la cual participaron el menor con su representante legal, la defensora de familia, la fiscal, y la defensora pública; profesionales que expresaron su posición frente a la medida que se consideró más recomendable o apropiada para el menor en el caso concreto, y todos coincidieron en que la sanción que correspondía según las circunstancias era un internamiento en medio semicerrado -modalidad externado-.
1.4.- En febrero 10 del presente año se llevó a cabo la audiencia de lectura de fallo en la cual se hicieron presentes la defensora de familia, la defensora pública, la delegada fiscal, y un delegado del Ministerio Público. En ese acto se declaró responsable al menor BRAYAN DANIEL GRAJALES como autor de la conducta de violencia intrafamiliar agravada, y se le impuso como sanción el internamiento en medio semicerrado -modalidad externado- por un lapso de 12 meses, con la expresa advertencia que de no cumplir esa medida la tendría que terminar en régimen de internamiento. 
1.5.- El Procurador Judicial no estuvo conforme con esa determinación e interpuso recurso de apelación el cual sustentó de manera oral dentro de ese mismo acto. El desacuerdo lo hizo consistir en la sanción impuesta al adolescente, como quiera que en su sentir el señor juez de primer grado no tuvo en consideración la gravedad de la conducta atribuida, ya que se trató de un delito de violencia intrafamiliar agravada por haber recaído el comportamiento antisocial no solo en contra de la progenitora sino en perjuicio de una hermana que es menor de edad, y tal circunstancia ameritaba a su parecer un mayor reproche por parte del Estado, no solo en cuanto a la clase de sanción a imponer, sino también en lo atinente a su duración.
1.6.- Las partes no recurrentes (fiscal, defensora de familia y defensora pública) expresaron al unísono su desacuerdo con los planteamientos del Ministerio Público en condición de apelante único, como quiera que no tuvo en cuenta en su alocución que para los adolescentes infractores existe un régimen diferenciado en comparación con el que se aplica a los adultos infractores de la ley penal, dado que lo que se pretende para una persona en formación es una medida profiláctica, correctiva y reparadora de su comportamiento irregular, en un medio apropiado para una recomposición no solo individual sino familiar, y en el caso que nos concita habida consideración a la problemática que rodea al menor, lo más apropiado desde el punto de vista de sus propios intereses y en acatamiento al principio de proporcionalidad, es el internamiento en régimen semicerrado -modalidad externado- por el término que fijó el señor juez, con la aclaración en cuanto a que si incumple esos compromisos impuestos tendrá que terminar en medida de internamiento efectivo el resto del tiempo fijado en la sentencia.

1.7.- El funcionario a quo consideró debidamente sustentado el recurso de apelación, a cuyo efecto lo concedió en el efecto suspensivo y dispuso la remisión de los registros a la Sala de Asuntos Penales para Adolescentes de esta Corporación con el fin de desatar la alzada.
2.- Para resolver, se considera

2.1.- Competencia

Se cuenta con la competencia objetiva, funcional y territorial para conocer de la presente actuación, de conformidad con los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, y 168 de la Ley 1098 de 2006 Código de la Infancia y la Adolescencia (de ahora en adelante CIA), en atención al recurso de apelación oportunamente interpuesto y debidamente sustentado por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso tanto el Ministerio Público-. 

2.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae básicamente a establecer si la sanción impuesta en la sentencia de primer grado se encuentra ajustada a derecho; o si, por el contrario, como lo refiere el delegado de la Procuraduría Judicial, el funcionario judicial no tuvo en consideración factores relevantes que darían lugar a la imposición de una sanción más severa tanto en cuanto a su modalidad como a su duración. 
2.3.- Solución a la controversia

Nos encontramos en presencia de un trámite abreviado por la temprana admisión de los cargos por parte del menor que se dice infractor de la ley penal, lo cual se surtió en forma libre, voluntaria, consciente, debidamente asistido, y profusamente ilustrado acerca de las consecuencias de hacer dejación de su derecho a la no autoincriminación, lo que no obsta para asegurar que además de ese allanamiento unilateral que despeja el camino hacia el proferimiento de un fallo de condena, en el diligenciamiento en verdad existen elementos de convicción que determinan que la conducta ilícita que se pregona sí existió y que el joven involucrado tuvo participación activa en la misma.

No se avizora irregularidad sustancial alguna de estructura o de garantía, ni error in procedendo insubsanable que obligue a la Sala a retrotraer la actuación a segmentos ya superados; en consecuencia, se procederá al análisis de fondo que en derecho corresponde.
Antes de entrar en materia, la Corporación debe indicar que, en principio, podría llegar a argumentarse una falta de legitimación para recurrir en el presente asunto por parte del agente del Ministerio Público, como quiera que el delegado no participó en la audiencia de imposición de sanción llevada a cabo en noviembre 29 de 2016, que era el escenario propicio para solicitar o sugerir al señor juez de primer grado cuál o cuáles eran las sanciones que a su modo de ver correspondían en el caso concreto de conformidad con la normativa vigente.

Es sabido que el Procurador Judicial que impugna, solo hizo presencia en la ulterior audiencia de lectura de fallo efectuada en febrero 10 del año que transcurre, momento en el cual mostró reparos respecto a la modalidad de sanción impuesta y a su duración, con lo cual, sorprendió tanto a la judicatura como a las demás partes e intervinientes, como quiera que nunca nadie supo sus argumentos con miras a ser compartidos o refutados.  
Esa forma de proceder, o mejor, esa omisión de su parte, lleva implícita la imposibilidad de oponerse al pronunciamiento judicial, tal cual lo ha referido con acierto la jurisprudencia del órgano de cierre en materia penal:

“[…] La legitimación en la causa o interés jurídico para recurrir. El sujeto procesal, parte o interviniente, solamente puede interponer el medio de gravamen (con el correlativo derecho a que se estudie el fondo de su propuesta) en cuanto la decisión cuestionada, o la parte pertinente de ella, le hubiere causado un daño, un agravio, un perjuicio, pero medido este de manera real, material, efectiva, siempre de cara a los intereses que representa.

Si la determinación judicial censurada favorece las pretensiones de la parte o se pronuncia en los términos postulados por esta, surge evidente que, por no existir un agravio, la parte se inhabilita para impugnarla, porque ningún daño puede reclamar frente a lo que se resolvió según sus expectativas.

Cuando la decisión judicial no se pronuncia respecto de un específico tópico, como consecuencia de que el sujeto procesal no hizo petición alguna al respecto, tampoco existe legitimidad para exigir corrección alguna.

Ello surge evidente, en tanto, en esencia, los recursos son instrumentos previstos por el legislador para que las partes reclamen la corrección de los errores cometidos por los jueces al resolver las peticiones de estas o adoptar determinaciones oficiosas, contexto dentro del cual no puede señalarse como equivocada la ausencia de pronunciamiento sobre lo que no se reclamó. 

En palabras sencillas, si la parte no pide un acto específico y, por esa obvia razón, el juez nada decide al respecto, resulta contrario a cualquier coherencia que, por intermedio del recurso, se invoque como equivocada esa supuesta omisión, que no lo es, porque solamente se omite lo que, habiendo sido pedido, no se resuelve.

En el caso analizado, el representante de la Procuraduría carece de legitimidad en la causa por la que aboga […]”

Podría decirse que esa falencia procesal encuentra excepciones en ciertos y determinados eventos en los cuales debe admitirse la intervención del Ministerio Público, a guisa de ejemplo cuando: (i) el delegado logra justificar válidamente su inasistencia; (ii) la judicatura trata temas ajenos a los que debían ser abordados en la audiencia para la cual fueron convocadas las partes; y/o (iii) se está frente a una decisión abierta y manifiestamente ilegal con infracción de garantías fundamentales. 
Sucede, por supuesto, que ninguno de esos episodios de excepción concurren en el presente asunto. No obstante, la Colegiatura considera que debe hacer un pronunciamiento de segunda instancia, única y exclusivamente porque advierte que la posición asumida por el Procurador Judicial bien puede ser entendida como una nulidad sobreviniente por falta de motivación en la imposición de la sanción. 

Si se entiende de esa forma el recurso, lo cual puede ser dado que la inconformidad del recurrente radica esencialmente en el hecho de que el sentenciador no motivó apropiadamente la sanción impuesta como quiera que pasó por alto factores objetivos esenciales, en nuestro caso que se trataba de una violencia intrafamiliar agravada, entonces la legitimación para impugnar de su parte está a salvo porque la motivación de la sentencia constituye una garantía fundamental que atañe al debido proceso, y ese aspecto solo se puede advertir en el instante en que la sentencia se notifica a las partes e intervinientes, no antes.

Superado ese escollo, lo que la Sala tiene para decir respecto a la medida impuesta, es que si bien es cierto la motivación expuesta por el juzgador en su fallo con respecto a las razones que lo llevaron a elegir esa clase de sanción y no otra, lo mismo que el término de su duración,  podría haber sido más elaborada y acorde con las exigencias contenidas en el artículo 61 C.P. -entre ellas por supuesto la gravedad de la conducta-, de todas formas no hay lugar a sostener que carece de toda motivación o que infringió flagrantemente los principios de proporcionalidad o ponderación que son los que orientan el sistema sancionatorio. Así se asegura por lo siguiente:
Lamentablemente el señor Procurador no anunció cuál era entonces la sanción que a su juicio merecía el adolescente infractor, simplemente se limitó a decir que la misma debió haber sido más severa que la de un internamiento semicerrado, o quizá por una duración mayor a los doce meses que señaló el juez. Y ello era importante para efectos comparativos, dado que a juicio del Tribunal una sanción de internamiento en régimen cerrado definitivamente sería abiertamente desproporcional en el caso que se juzga, o incluso una sanción superior al año tampoco estaría justificada porque se espera que en ese lapso se agote el tratamiento que ha sido dispuesto en el centro especializado al que deberá acudir el menor.  
Sea como fuere, hay lugar a resaltar que: (i) la decisión judicial a ese respecto se encuentra ajustada a derecho, en cuanto está dentro de los parámetros indicados por el artículo 186 CIA; (ii) la determinación fue adoptada luego de escuchar a las partes interesadas en el proceso, esto es, la defensora de familia al momento de rendir su informe, la delegada fiscal, y la defensora pública, funcionarias que fueron coincidentes al sostener que lo conveniente para el menor en este caso era un internamiento en régimen semicerrado -modalidad externado-; y (iii) al existir coincidencia y no confrontación entre las partes respecto a la clase de medida a imponer, la labor del juez en su fallo se centró en sostener que compartía esas posiciones debidamente soportadas en la audiencia de imposición de sanción, proceder que se entiende coherente y es suficiente para los fines de publicidad, defensa y contradicción.

Para el Tribunal, por demás, esa era la sanción a imponer en el caso concreto, por las razones que se pasan a exponer:
Es verdad que estamos en presencia de una violencia intrafamiliar agravada por ser una de las víctimas menor de edad, concretamente una hermana del infractor que tiene 11 años. Eso no fue ignorado por el a quo, ni pasa desapercibido para la Sala. Sin embargo, tal situación objetiva debe ser armonizada con otros aspectos tanto objetivos como subjetivos que sirven de contrapeso, a saber:
Según el reporte socio-familiar, se trata de un joven con múltiples deficiencias tanto a nivel personal como familiar, de las cuales se destacan: (i) desde que tenía apenas 5 años presentó dificultades de comportamiento, concretamente se le diagnosticó por siquiatría un trastorno adaptativo por hiperactividad y déficit de atención, y tuvo que ser medicado a partir de los 6 años; (ii) ese tratamiento lo suspendió el menor hace unos nueve meses, es decir, dejó de acudir a los controles de siquiatría y no volvió a tomar el medicamento, como situación que coincide con los tiempos de la infracción que se le atribuye; (iii) a esa problemática se unió, como lo refirió la progenitora en su queja, la falta de apoyo y acompañamiento del padre, dado que este abandonó el país y dejó a un lado sus obligaciones familiares, situación que empeoró aún más las condiciones desfavorables del menor, quien entró en un cuadro de depresión, angustia y tristeza, con el consiguiente apego a las sustancias sicoactivas, hasta alcanzar el grado de deterioro en cuanto a agresividad, desconocimiento de autoridad y reglas de conducta, tanto en el centro educativo como el hogar; y (iv) para rematar, el joven en su rebeldía la emprendió contra su hermana por los celos que le generaba lo que a su entender era una preferencia en el afecto hacia esta por parte de la madre. 
En fin, todo un panorama desolador en el cual está desde luego comprometida la formación del adolescente, sin que la madre tenga el manejo de la situación y sea el Estado quien debe intervenir para intentar corregir la anomalía, pero, desde luego, de una manera proporcional, sin afectar la libertad del menor más allá de lo estrictamente necesario; y, ante todo, con el ofrecimiento de un tratamiento de desintoxicación como el que aquí se pretende, dado el consumo de sicoactivos que es potencialmente lo que ha degenerado a mayor escala su condición personal.

Y si ello es así, es decir, si es el consumo de sustancias prohibidas lo que orienta en mayor medida la clase de sanción a adoptar judicialmente, ya se sabe que lo ideal es que su comparecencia a un centro de rehabilitación de esa naturaleza sea voluntaria y no forzosa. De allí que se haya optado por acudir a su vinculación en Hogares Claret en internamiento semicerrado -modalidad externado-; desde luego con el debido seguim¡ento de parte del juez ejecutor. No hay otra opción.    

De todas formas, cabe resaltar, el juez tuvo el buen cuidado de indicar expresamente en su fallo, que en caso de que el adolescente llegare a incumplir la sanción en esos términos impuesta, el resto de la sanción tendrá que cumplirse en internamiento, y con ello se suple de algún modo la preocupación que asalta al Ministerio Público en cuanto a que el régimen semicerrado no colme las expectativas deseadas. 
Así las cosas, contrario a lo sostenido por el Procurador Judicial, el Tribunal estima que el juez a quo no se equivocó al acatar las solicitudes hechas por las partes en el presente asunto, y por lo mismo la sentencia apelada debe ser confirmada.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala N° 2 de Asuntos Penales de Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso. 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS        JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
El Secretario de la Sala,
JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA        
� C.S.J., SP, 30 abril 2014, rad. 41.534, M.P. José Luis Barceló Camacho.
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